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TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

TERCERA SALA UNITARIA

EXPEDIENTE: 664/2018/3

PARTE ACTORA: 

**********
AUTORIDAD DEMANDADA:

DIRECTOR DE CATASTRO MUNICIPAL DE AHUALULCO DEL SONIDO TRECE, S.L.P. Y OTRA.
MAGISTRADO:

LICENCIADO JORGE ALEJANDRO VERA NOYOLA.
SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

LICENCIADA LORENA RUIZ AGUILAR

San Luis Potosí, S.L.P., siete de agosto de dos mil veinticuatro.
V I S T O S para resolver en definitiva los autos del juicio contencioso administrativo número 664/2018-3, promovido por **********contra actos del Presidente Municipal del Ayuntamiento de Ahualulco del Sonido Trece, S.L.P. y del Director de Catastro Municipal de Ahualulco del Sonido Trece, S.L.P.;  y,
R E S U L T A N D O

I.- Por escrito recibido en este Tribunal con fecha doce de junio de dos mil veintitrés, compareció **********demandando como  autoridad al  Titular y/o Presidente del Ayuntamiento Municipal de Ahualulco del Sonido Trece, S.L.P. y al  Director de Catastro Municipal de Ahualulco del Sonido Trece, S.L.P.; señalando  como terceros en este juicio a los siguientes: 1.- **********, por la nulidad del siguiente acto: 
“La falta de dar contestación a mi escrito de fecha de recibido ********** en el cual solicito que se me abra procedimiento administrativo, y las autoridades son omisas al darme una respuesta, independientemente si es favorable o mis intereses o no, es decir, hay negativa ficta.”

II.- Por auto de fecha veintiocho de septiembre de dos mil dieciocho, se admitió a trámite la demanda y se ordenó correr traslado a las autoridades demandadas y terceros  para que contestaran y se apersonara a juicio dentro del término legal lo que a su interés conviniera.

III.-Por auto de fecha veintiséis de noviembre de dos mil dieciocho, once de noviembre de dos mil veintitrés, se tuvo a las autoridades demandadas por contestando la demanda, y terceros en juicio **********, por apersonándose a este procedimiento,  se ordenó correr traslado a la parte actora con copia del escrito de contestación y apersonamiento para que manifestara lo que a su derecho correspondía así como ampliara su escrito inicial de demanda, toda vez que en el presente juicio se impugna una negativa ficta, actualizándose así la hipótesis normativa establecida en el artículo 237 fracción I, del código Procesal de la materia; apercibida a la parte actora, de tener por no ampliando su escrito inicial de demanda, si incumple con el plazo que le fue otorgado, se admitieron las pruebas de las partes; asimismo se requirió a la parte actora, para que señale el domicilio donde puedan ser llamadas a juicio los Terceros **********.

IV.- Con fecha veinticinco de enero de dos mil diecinueve, se tiene a la parte actora por ampliando su escrito inicial de demanda, se ordena correr traslado a las demandadas y terceros en juicio, con las copias simples del escrito de ampliación de demanda, para que manifestará lo que a su derecho convenga, y se cita para resolver el recurso de reclamación.

V- Mediante auto de fecha cuatro de abril de dos mil diecinueve, se tiene a las autoridades demandadas por contestando la ampliación de demanda; y se ordena correr traslado  a la parte actora para que manifieste lo que a su derecho convenga, se admiten las pruebas de las partes.
VI.- Por auto de fecha treinta de mayo de dos mil diecinueve, se tiene  al actor por proporcionando el domicilio del tercero **********, se ordenó correr traslado para que se apersonara a juicio dentro del término legal lo que a su interés conviniera, así mismo se tiene a los terceros ********** por precluido su derecho para contestar la ampliación de demanda instaurada en el presente juicio.
VII.- Por acuerdo de fecha diez de marzo de dos mil veinte, se tiene a la tercero **********, por apersonando en juicio, se ordena correr traslado  a la parte actora para que manifieste lo que a su derecho convenga, se admiten las pruebas de las partes

VIII.- Por auto de fecha veintitrés de enero de dos mil veintitrés, se ordena girar oficios a diversas Instituciones públicas,  para el efecto de que informen si en sus archivos o registros cuentan con el domicilio que tiene el tercero **********.
IX.- Por auto de fecha diecisiete de abril de dos mil veintitrés, se tiene por recibida la información por parte del Vocal del Registro Federal de Electores de la Junta Local Ejecutiva del Instituto Nacional Electoral, San Luis Potosí y el Titular de la Jefatura de Servicios Jurídicos del Instituto Mexicano de Seguro Social, Delegación Estatal de San Luis Potosí, donde coinciden y proporcionan el domicilio del tercero interesado********** en el expediente en el que se actúa, por tanto se ordenó girar oficio al Presidente del Supremo Tribunal de Justicia del Estado de San Luis Potosí, para que en auxilio de los labores de este Tribunal llevara a cabo la notificación de emplazamiento a dicho tercero. 
X.- Mediante auto de fecha trece de noviembre de dos mil veintitrés, substanciado el procedimiento del emplazamiento del tercero **********se le tiene por no apersonando a juicio; se fijó fecha y hora para la celebración de la audiencia final, a que se refiere el artículo 246 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí. 

XI.- Con fecha catorce de diciembre de dos mil veintitrés, tuvo verificativo la audiencia de ley en este juicio, con la inasistencia de las partes, en la cual el Secretario de Acuerdos dio cuenta de las actuaciones en autos; en la etapa de pruebas, se tienen por desahogadas las pruebas que fueron admitidas y ofrecidas por las partes de acuerdo a su propia naturaleza, y se hizo constar que no existen pruebas pendientes que desahogar; en etapa de alegatos; se dio cuenta de que no fueron formulados por ninguna de las partes; concluida la audiencia se citó para resolver en definitiva.
C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- A la Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, y 7°, 9°, fracción III, 24, 25, 26, 28, 29, 30, 33, 34, 35, 36 y 37 de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luís Potosí y 1°, 2°, 161, 174, 175, 176, y 177 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí;  y en el caso de este expediente, le compete conocer y resolver por tratarse de una controversia suscitada entre un particular y autoridades municipales de esta entidad federativa, donde se ejerce jurisdicción.

SEGUNDO.- De acuerdo con lo que precisa el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado, esta Sala Unitaria procede a analizar la personalidad y legitimación de los comparecientes a este juicio.

La parte actora, compareció por derecho propio; quien acreditó su interés jurídico, en términos del artículo 231 del Código Procesal Administrativo en consulta, con el acto impugnado, relativo al escrito de materia de la negativa ficta de fecha **********, que obra en fojas 7 a la 12 de este sumario.

De igual forma, la personalidad y legitimidad de las demandadas, se encuentra acreditadas, con la copia certificada de sus  nombramientos, visibles en fojas 85 y con la copia certificada del Periódico Oficial del Estado de fecha 30 de septiembre de 2018 visible en fojas 96 a la 113 del sumario, que acredita el carácter con que comparecen, conforme a lo establecido por el numeral 220 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

Las documentales anteriormente referidas, adquieren valor probatorio pleno de acuerdo con los artículos 72 fracción I, 74 y 91 del Código Procesal Administrativo para el Estado, por tratarse de documentos públicos expedidos por servidor y fedatario
TERCERO.- La litis planteada en este juicio, se hace consistir en la legalidad o ilegalidad de los siguientes actos del escrito inicial de demanda, lo constituye: 

La Negativa Ficta generada por el silencio administrativo recaido a la solicitud de fecha ********** en el cual solicito que se abra un Procedimiento Administrativo, y las autoridades son omisas al darme una respuesta, independientemente si es favorable o mis intereses o no, es decir, hay negativa ficta, acto visible en 7 a la 12 de este sumario.
Del escrito de ampliación de demanda, se hace consistir en; 

La Resolución de **********, emitida por el Director de Catastro Municipal de Ahualulco, S.L.P, en la cual da respuesta al escrito de **********, que género la negativa ficta materia de esta controversia. 
 Actos que determinan la litis de la presente controversia, y que fueron exhibidos por el demandante y la autoridad demandada conforme lo dispuesto por los numerales 233 fracción IV y 234 fracción II del Código Procesal Administrativo para el Estado.
CUARTO.- Previo al examen de los conceptos de impugnación, esta Sala Unitaria analiza las causales de improcedencia y sobreseimiento, sea que las partes lo aleguen o no, en razón de que el estudio de las mismas es de orden público y preferente a las cuestiones de fondo de la contienda planteada, conforme a lo previsto en el último párrafo de los artículos, 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado; habida cuenta que, la improcedencia y sobreseimiento del juicio, se traduce en la imposibilidad jurídica de que este órgano jurisdiccional estudie y decida sobre el fondo de la controversia. 

Es aplicable al efecto, la siguiente Tesis Aislada del Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, Registro 221332, Localización: Octava Época, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Fuente: Semanario Judicial de la Federación, VIII, Noviembre de 1991, Página: 185, Tesis Aislada, Materia(s): Administrativa, que dice: 

“CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, IMPROCEDENCIA DEL JUICIO, ANTE EL TRIBUNAL FISCAL. CONCEPTO JURIDICO. Las causas de improcedencia que determina la ley de la materia, ven o se refieren a la procedencia del juicio mismo, esto es, los motivos de improcedencia son en cuanto a que la acción en sí misma considerada no procede por las causas específicas consignadas en la ley; es verdad que las causas de improcedencia dan lugar al sobreseimiento, pero no necesariamente éste sobreviene por alguna de esas causas, pues por ejemplo, de acuerdo con la fracción I del artículo 203 del Código Fiscal de la Federación, procede el sobreseimiento por desistimiento del demandante, lo anterior, no significa que el juicio sea improcedente; el juicio sí procede y lo que acontece en ese caso es que la actora por propia voluntad desiste de su acción y ello hace que se sobresea en el juicio, mas no significa que la acción en sí misma sea improcedente. Acorde con la doctrina, la improcedencia de la acción se traduce en la imposibilidad de que ésta, en su concepción genérica, logre su objeto, es decir, la dicción del derecho sobre la cuestión de fondo o sustancial que su ejercicio plantea; tal improcedencia se manifiesta en que la acción no consiga su objeto propio, o sea, en que no se obtenga la pretensión del que la ejercita y principalmente por existir un impedimento para que el órgano jurisdiccional competente analice y resuelva sobre la cuestión debatida. En resumen, la improcedencia de la acción se traduce en la imposibilidad jurídica de que el órgano jurisdiccional estudie y decida dicha cuestión, absteniéndose obligatoriamente a resolver sobre el fondo de la controversia.”

En ese tenor, se advierte que la diversa autoridad demandada el Director de Catastro Municipal de Ahualulco, S.L.P., al producir la contestación de demanda inicial que obra en fojas 78 a la 83 de este sumario, opuso las causales de improcedencia y sobreseimiento, contenida en el artículo 229 fracción II  del Código Procesal Administrativo, que basa en que procede el sobreseimiento en razón de que ha sido emitida la respuesta a la petición formulada por el actor, señalando que es improcedente los conceptos de impugnación, ya que lo que solicita un procedimiento aclaratorio, pues la ley no contempla eso, ya que lo que pretende el actor es demandar  a sus colindantes.
A ese respecto, cabe señalar que dichas excepciones y defensas deben desestimarse, pues los razonamientos en los cuales se sustenta, involucran cuestiones inherentes a la resolución de la litis, que constituyen o son materia del fondo del asunto, ya que están estrechamente vinculadas con el análisis de la ilegalidad que reclama el actor en este juicio. 
Sirve de apoyo por analogía, la Tesis de Jurisprudencia que aunque se refiere al juicio de amparo es aplicable al presente caso, visible en la Tesis con No. Registro: 187,973, Época: Novena Época, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Materia(s): Común, Instancia: Pleno, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, XV, Enero de 2002, Tesis: P./J. 135/2001, Página: 5; que a la letra dice: 

 “IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO. SI SE HACE VALER UNA CAUSAL QUE INVOLUCRA EL ESTUDIO DE FONDO DEL ASUNTO, DEBERÁ DESESTIMARSE. Las causales de improcedencia del juicio de garantías deben ser claras e inobjetables, de lo que se desprende que si se hace valer una en la que se involucre una argumentación íntimamente relacionada con el fondo del negocio, debe desestimarse.”

Por otra parte, la diversa autoridad demandada Presidente Municipal del H. Ayuntamiento de Ahualulco, S.L.P., al producir su contestación, invoco las causales de improcedencia y sobreseimiento previstas por el articulo 228 fracción II y 229 fracciones II, V y VIII del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que basa en que el acto fue emitido por el  

Director de Catastro Municipal de Ahualulco, S.L.P., mismo que relaciona con las defensas y excepciones de Falta de Legitimación Pasiva. A ese respecto es menester señalar que es inexacto lo aseverado en ellas, dado que se desprende del mismo acto impugnado, que si bien es cierto que no tuvo intervención directa con el acto impugnado, ya que no actuó como autoridad ordenadora, ni emitió la misma, también lo es que el Director que emitió el acto impugnado, es una dirección que pertenece estructura Orgánica,  según lo establece la normatividad aplicable, en el numeral  76 de la Ley Del Registro Público de la Propiedad y del  Catastro para el  Estado y Municipios de San Luis Potosí, razón por la cual no es procedente dicha causal.
Por otra parte se tiene que los diversos terceros llamados al juicio, ********** **********por apersonándose a este procedimiento, al producir su escrito de apersonamiento, invocaron las causales de improcedencia y sobreseimiento previstas por el articulo 228 fracciones VI y VII del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que basan en que el acto que es litigio de un derecho respecto de la **********, de este juicio es materia del Juicio Extraordinario Civil expediente ********** ante el Juez Segundo Mercantil y ********** ante el Juzgado Primero del Ramo Civil y el Toca ********** en la Quinta Sala del Supremo Tribunal de Justicia en el Estado de San Luis Potosí, por lo que señalan procede el sobreseimiento de este juicio. Por lo que dichas cabe señalar que dichas excepciones y defensas deben desestimarse, pues los razonamientos en los cuales se sustenta, involucran cuestiones inherentes a la resolución de la litis, que constituyen o son materia del fondo del asunto, ya que están estrechamente vinculadas con el análisis de la ilegalidad que reclama el actor en este juicio. 
En cuanto a la tercero llamada a juicio, **********, por auto de fecha cuatro de abril de dos mil diecinueve, se le tuvo por precluido su derecho para apersonarse a juicio.
De igual forma mediante auto de fecha trece de noviembre de dos mil veintitrés, se tuvo al  tercero **********por no apersonando a juicio.
De igual manera, previamente se deben examinar los incidentes planteados, que no sean de previo y especial pronunciamiento, para ser resueltos en la propia sentencia definitiva, de acuerdo a lo ordenado por el artículo 116 segundo párrafo del Código Procesal Administrativo para el Estado.

Advirtiéndose por esta Sala Unitaria, que no existen causales de improcedencia o sobreseimiento que deba estudiar de oficio, ni incidentes planteados; por tanto, se procede al estudio de los argumentos de nulidad de la parte actora.

QUINTO.- La parte actora hizo valer como conceptos de impugnación,   los  que se  advierten en su escrito inicial de demanda en fojas 4 y 5 de este sumario, y del escrito de ampliación de demanda que se encuentra visible a fojas 127 a la 136, argumentos que no se trascriben y por economía procesal se tienen aquí por reproducidos como si a la letra se insertaran.

Resulta aplicable por analogía la tesis de jurisprudencia emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación; de la Novena Época, Registro: 164618, Instancia: Segunda Sala, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXXI, Mayo de 2010, Materia(s): Común, Tesis: 2a./J. 58/2010, Página: 830, que dice:  
“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN.- De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la Litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer. 
SEXTO.- Determinado lo anterior, esta Sala Unitaria señala que atendiendo a los actos que se reclaman este juicio, se debe analizar en primer término si en la especie se configura la resolución negativa ficta a   la solicitud hecha por el accionante en su escrito presentado ante la demandada el día ********** ya que es un presupuesto procesal cuyo estudio es preferente y previo a los que controvierten el fondo del asunto, conforme lo ordenado en el artículo 3 fracción XVI y 20 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

En esa tesitura, se tiene que la parte actora en su escrito inicial de demanda impugna la negativa ficta que funda en la solicitud que hizo en el escrito que presentó ante la autoridad demandada con fecha ********** petición que fue acompañado como prueba por la actora y que obra en fojas 7 a la 12 de este sumario, que constituye el acto impugnado, que hace  prueba plena de conformidad con lo dispuesto por  los  artículos 74 y 91 del Código Procesal Administrativo para el Estado.
Negativa ficta impugnada, que se encuentra regulada por los numerales 3 fracción XVI y 20  del Código Procesal Administrativo para el Estado de san Luis Potosí, que a la letra dice:

“Artículo  3º. Para los efectos de este Código se entiende por:
“…XVI. Negativa Ficta: figura jurídica por virtud de la cual, ante la omisión de la autoridad de emitir una resolución de manera expresa, dentro de los plazos previstos por este Código los ordenamientos jurídicos aplicables al caso concreto, se entiende que se resuelve en sentido negativo lo solicitado por el particular;…”
“Artículo 20. Salvo que en otra disposición legal o administrativa de carácter general se establezca otro plazo, no podrá exceder de tres meses el tiempo para que la dependencia o entidad resuelva lo que corresponda, a no ser que se decrete la caducidad prevista en el primer párrafo del artículo 194 de este Código.
“Transcurrido el plazo aplicable, se entenderán las resoluciones en sentido negativo a la petición del promovente, a menos que en otra disposición legal o administrativa de carácter general se prevea lo contrario. A petición del interesado se deberá expedir constancia de tal circunstancia, dentro de los dos días hábiles siguientes a la presentación de la solicitud respectiva, ante quien deba resolver.

[Énfasis añadido]

Preceptos legales de los cuales, se desprende que los elementos que configuran la negativa ficta, son los siguientes:

a)
Que exista una instancia o petición formulada por escrito a la autoridad.

b)
El silencio de la autoridad.

c)
Que la falta de respuesta se prolongue por un plazo que exceda el término previsto por la ley para que la autoridad resuelva la instancia o petición.

Lo anterior, encuentra sustento en lo establecido en el siguiente criterio jurisprudencial de la  Novena Época, Registro: 173736, Instancia: Segunda Sala, Jurisprudencias, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXIV, Diciembre de 2006, Materia(s): Administrativa, Tesis: 2a./J. 164/2006, Página: 204, que dice: 

“NEGATIVA FICTA. LA DEMANDA DE NULIDAD EN SU CONTRA PUEDE PRESENTARSE EN CUALQUIER TIEMPO POSTERIOR A SU CONFIGURACIÓN, MIENTRAS NO SE NOTIFIQUE AL ADMINISTRADO LA RESOLUCIÓN EXPRESA (LEY DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA PARA EL ESTADO DE NUEVO LEÓN). Del artículo 46 de la ley mencionada se advierte que en el caso de la negativa ficta, el legislador sólo dispuso los derechos del administrado para demandar la nulidad de la denegada presunción al transcurrir cuarenta y cinco días después de presentada la petición, y de ampliar su demanda al contestar la autoridad administrativa; sin embargo, nada previno en dicho precepto ni en alguna otra disposición, respecto al plazo para impugnar la resolución negativa ficta una vez vencido el citado lapso. En tales condiciones, deben prevalecer en el caso los principios y los efectos que diversas legislaciones y la doctrina han precisado para que se materialice o configure la institución de mérito, a saber: 1) La existencia de una petición de los particulares a la Administración Pública; 2) La inactividad de la Administración; 3) El transcurso del plazo previsto en la ley de la materia; 4) La presunción de una resolución denegatoria; 5) La posibilidad de deducir el recurso o la pretensión procesal frente a la denegación presunta o negativa ficta; 6) La no exclusión del deber de resolver por parte de la Administración; y, 7) El derecho del peticionario de impugnar la resolución negativa ficta en cualquier tiempo posterior al vencimiento del plazo dispuesto en la ley para su configuración, mientras no se dicte el acto expreso, o bien esperar a que éste se dicte y se le notifique en términos de ley.”

Ahora bien, analizando las constancias que integran el expediente en que se actúa y, a fin de acreditar la existencia de los elementos que configuran la resolución negativa ficta, es de advertirse que en la presente controversia se acreditan los elementos que la integran, considerando que para su actualización se requiere que al menos exista una petición o instancia formulada a una autoridad y el silencio de ésta hasta la fecha en que controvirtió su negativa  en esta vía.

Así, la Resolución negativa ficta demandada por la parte actora se acredita en razón de las siguientes consideraciones:

El  accionante se encuentra demandando en la  negativa ficta recaída al escrito de fecha **********  dirigida al  H. Ayuntamiento de Ahualulco del Sonido Trece, S.L.P.,  con atención a la Dirección de Catastro Municipal, mediante el cual interpone procedimiento aclaratorio, es decir, para que se abra procedimiento administrativo respecto del predio de su legitima propiedad que se ubica **********., para los efectos de aclarar lo que señala en el punto 5 de su escrito.
De las constancias que obran en autos, se encuentra la petición que constituye el acto impugnado formulada por la parte actora, presentada ante la autoridad demandada con fecha **********,  según se advierte del acuse que consta en el escrito en comento, documento obra en la foja 7 a la 12 de este sumario y que hace prueba plena en este juicio, conforme lo dispuesto por los artículos 78, 97 y 100 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
Asimismo, la parte demandante, manifiesta en su escrito inicial de demanda que, respecto de la solicitud formulada a la autoridad demandada, que le fue presentado a la demandada no ha obtenido respuesta, y que por tanto se configura la negativa ficta.

De dicha petición se advierte que la autoridad demandada acompaño  en su escrito de contestación de demanda la Resolución de ********** emitida por el Director de Catastro Municipal de Ahualulco, S.L.P, en la cual da respuesta al escrito de **********, que género  la negativa ficta materia de esta controversia, señalando que en esa fecha da contestación a la solicitud materia de esta controversia, en los términos en que lo hizo en el mismo, por tanto se desprende que en la fecha de su contestación de demanda en este juicio, le fue dado a conocer al promovente la respuesta a su escrito, generando que exista la negativa ficta ya que no tenía conocimiento de que su solicitud fue contestada por la autoridad demandada.
En ese tenor se tiene que la autoridad demandada al producir su contestación de demanda, afirma que el silencio que emano de su representada tiende a resolver en sentido negativo lo solicitado por el quejoso, produciendo una desestimación de  las pretensiones del particular lo que se traduce necesariamente en una denegación tacita del contenido material de su petición.

De acuerdo a lo anterior, la parte actora, acredita la existencia de la solicitud que formuló ante la demandada con fecha ********** sin que la demandada acreditara en el presente juicio, que hubiera dado respuesta a la misma de manera expresa, dentro de los plazos previstos, es decir, por escrito, debidamente fundada y motivada, lo que en el caso específico no aconteció, ya que dio contestación en el escrito de contestación de demanda en este juicio.
En esa tesitura, con fundamento en los artículos 7º fracción XIII de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; 3º fracción XVI y 20 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se determina que, la negativa ficta que reclama la demandante se encuentra configurada respecto de la petición contenida en la solicitud presentada por la parte actora con fecha **********,  ya que reúne las hipótesis anteriormente planteadas, pues la solicitud correspondiente, fue presentada ante la demandada en la fecha citada, sin que esta hubiera dado respuesta alguna, respecto de la misma, dentro del término de tres meses que establece el artículo 20 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, siendo que la solicitud formulada, relacionada con la actualización de la negativa ficta impugnada, ocurrió en un plano vertical de supra ordinación, entre el particular y la autoridad demandada, elemento necesario para la configuración de la misma, lo que origina el derecho procesal de la persona moral aquí actora, para interponer los medios de defensa pertinentes en contra de esa negativa, como en el caso que nos ocupa aconteció, para comparecer ante este Tribunal a impugnar dicho acto.

En ese tenor, al no existir contestación expresa debidamente notificada por parte de la autoridad demandada, previa a la presentación de demanda, es por ello que en ningún momento se acredita que haya emitido la resolución a la instancia planteada, dentro del término establecido por la Ley, luego entonces, debe tenerse por configurada la resolución negativa ficta a la solicitud hecha por el accionante en su escrito de **********
SEPTIMO.- En ese contexto, y dado que en el caso que nos ocupa, se trata un asunto cuyo origen fue analizar la existencia de la Negativa Ficta generada por parte de la autoridad demandada, por la omisión de dar contestación a la petición que le fue hecha mediante el escrito de fecha **********, presentado ante la demandada el H. Ayuntamiento de Ahualulco del Sonido Trece, S.L.P.,  con atención a la Dirección de Catastro Municipal, y siendo que se advierte del escrito de contestación de demanda, que la esta última autoridad demandada ha dado contestación a la negativa ficta que se le reclamó en este juicio mediante la Resolución de fecha **********, en la cual da respuesta al escrito de **********, que género  la negativa ficta materia de esta controversia, señalando que dicha dirección se declara incompetente para iniciar el procedimiento aclaratorio, es procedente abocarse al estudio de legalidad e ilegalidad de la negativa que vierte en su escrito de contestación de ampliación de  demanda.
Sirve de apoyo el criterio contenido en la tesis aislada, con No. Registro: 183,783, Materia(s): Administrativa, Novena Época, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo: XVIII, Julio de 2003, Tesis: IV.2o.A.48 A, Página: 1157, que a  la letra dice: 

“NEGATIVA FICTA. LA SENTENCIA QUE DECLARE SU NULIDAD DEBE RESOLVER EL FONDO DE LA PRETENSIÓN, AUN CUANDO SE TRATE DE FACULTADES DISCRECIONALES DE LA AUTORIDAD. De los artículos 37, 210, fracción I, 215 y 237 del Código Fiscal de la Federación, se deduce que al reclamarse la nulidad de la resolución negativa ficta, la sentencia que dirima el juicio de nulidad debe determinar la legalidad de los motivos y fundamentos que la autoridad expresó en la contestación de la demanda para apoyar su negativa, en función de los conceptos de impugnación expuestos por el actor en la ampliación de la demanda y resolver sobre el fondo de la pretensión planteada ante la autoridad administrativa, sin que proceda que el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa declare la nulidad de la resolución para el efecto de que la autoridad se pronuncie sobre la procedencia o no de la solicitud, por tratarse de facultades discrecionales, pues el propósito de la resolución negativa ficta es resolver la situación de incertidumbre jurídica provocada por la falta de respuesta de la autoridad, objetivo que no se alcanzaría si concluido el juicio se devolviera la solicitud, petición o instancia del particular para su resolución por las autoridades fiscales, quienes pudieron hacer uso de sus facultades al presentárseles la solicitud aludida y al contestar la demanda dentro del juicio.”

Por lo que se procede al estudio de los argumentos que hace valer el actor en su escrito de ampliación de demanda, en el que controvierte la resolución de fecha **********, en la cual da respuesta al escrito de 06 de octubre de 2017, que género la negativa ficta materia de esta controversia, que se examinan en concatenación con las diversas constancias y probanzas que fueron ofrecidas por las partes, y que obran en autos de este procedimiento.
Concepto de impugnación que en la parte que interesa refieren: 
“…En lo que respecta del (sic) en el capítulo que dice (…), donde indica  que la Dirección de Catastro Municipal es Incompetente, para llevar a cabo el procedimiento administrativo, toda vez que ninguna legislación vigente lo autoriza…”

“…Ahora el Director de Catastro Municipal de Ahualulco del Sonido Trece, S.L.P., si está facultado para dar respuesta a todas las peticiones que hagan los ciudadanos, independientemente si son o no favorables a los intereses de los peticionarios.”

“…Por otra parte, sigue indicando que el escrito de petición que hice llegar no corresponde a un procedimiento aclaratorio, porque a decir de la autoridad lo que quiero es “demandar” a mis colindantes bajo el argumento de que invadieron el predio de mi propiedad, todo esto lo justifica con parte de los puntos 03 y 04 de los hechos de mi escrito de petición de fecha de presentado 06 de octubre 2017, pero si se fija bien, si observa detenidamente mi escrito, si lo lee completo, se puede dar cuenta que en el punto 05 indico el porque me ocurro ante la autoridad administrativa , es decir, para que rectifique, corrija, aclare y de la certeza jurídica de las manifestaciones catastrales como de mi predio como los de mis colindantes, y en el segundo párrafo del mismo punto reitero mi petición y el porqué de la misma, toda vez que con dichas manifestaciones catastrales (erróneas) de mis colindantes por el lado oriente se amparan diciendo que parte de mi predio el cual es de mi propiedad, es calle pública, por lo tanto, la autoridad administrativa no debe escudarse en decir que lo que quiero es demandada(sic) pues eso lo estoy realizando con las autoridades competentes, lo que yo pido es que abra un procedimiento administrativo a manera de juicio aclaratorio, el cual prevé la Ley del Registro Público de la Propiedad y del Catastro para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, y el cual se regularizara (sic) el procedimiento mediante (…), Y reitero mi petición es la apertura de un procedimiento administrativo, no el que la autoridad administrativa diga si invadieron o no mi predio.”
“…Ahora bien en el oficio de fecha 02 de octubre de 2018, (…), pero nunca se fijó en los demás puntos, ni tampoco en el sentido de como comparezco, que quedo muy bien establecido, pues en ningún momento indico que se emplace a juicio, ni tampoco a acompaño copias de traslado, ni tampoco pido que sean llamados a juicio, solo doy una amplia y detallada explicación del porqué comparezco a solicitar que se me abra un procedimiento administrativo.”
“…Reitero mi petición es la que se abra un procedimiento administrativo, es decir, un procedimiento aclaratorio, no una demanda…”

“…Ahora no debe ser un obstáculo  alguno para esta autoridad administrativa el abrir procedimiento administrativo aclaratorio, el que se esté ventilando un juicio en materia civil, pues lo que estoy pidiendo allá es una situación totalmente diferente, únicamente pido la apertura del procedimiento administrativo para que se verifique y aclare las manifestaciones catastrales de mis colindantes, porque  están en un error grave, es solo que verifique, corroboré la información vertida en su sistema. Eso es  todo. Para lo cual ingrese a mi escrito de petición todas las documentales necesarias para ventilar el procedimiento aclaratorio…”
Del estudio y análisis de los argumentos citados, esta Tercera Sala Unitaria determina que, son fundados.
Para una mejor comprensión, es menester relatar los antecedentes del acto controvertido por los que se formula esa determinación, según las constancias que integran el presente sumario, que se detallan: 
a) Con fecha **********, el actor presento solicitud ante la demandada el H. Ayuntamiento de Ahualulco del Sonido Trece, S.L.P.,  con atención a la Dirección de Catastro Municipal, mediante el cual interpone procedimiento aclaratorio, es decir, para que se abra procedimiento administrativo respecto del predio de su legitima propiedad que se ubica en el ********** para los efectos de aclarar lo que señala en el punto 5 de su escrito, que en forma medular refiere: 
“…5.- Por lo que me veo en la imperiosa necesidad de recurrir ante esta autoridad administrativa para que se rectifique, corrija, aclare y de la certeza jurídica de las manifestaciones catastrales tanto en mi predio como la de los diversos colindantes, predios que se encuentran a nombres de (…), y para mejor comprensión de esto anexo a este escrito copia simple de las manifestaciones catastrales de los prenombrados, y como dichas  documentales fueron expedidas  por esta dependencia de la administración pública municipal con los anexos se señalan los datos de identificación de dichos documentos para que sean  tomados en cuenta, esto (…).”
“…Reitero, con mucho énfasis que el error que pretendo que se corrija es en las manifestaciones catastrales de los prenombrados, porque con dicho trámite administrativo que es la inscripción en de un inmueble al padrón catastral si bien es cierto no crea derecho real a favor de persona alguna, a cuyo nombre aparezca inscrito, bueno estas personas  no entienden ese punto, y con dicha manifestación catastral se ampara y ay invadieron parte de mi predio de lado oriente, predio que ya deje descrito en líneas mas arriba…” 
Circunstancia que consta en fojas 7 a la 12 de este sumario, que hace prueba plena para acreditar lo inserto en ella de acuerdo con lo dispuesto por los artículos 72 fracción I, 74 y 91 del Código Procesal Administrativo para el Estado.
b) Con fecha veintidós de octubre de dos mil dieciocho, la autoridad demandada Director de Catastro Municipal de Ahualulco, S.L.P., en su escrito de contestación de demanda adjunto la Resolución de fecha dos de octubre de dos mil dieciocho, en la cual da contestación a la negativa ficta que se le reclamó en este juicio, mediante la cual señala en forma medular que: 
“…De conformidad con el contenido 131 de la Ley del Registro Público de la Propiedad y de Catastro para el Estado de San Luis Potosí, me permito hacer de su conocimiento que ESTA AUTORIDAD NO ES COMPETENTE PARA INICIAR PROCEDIMIENTO ACLARATORIO, en los términos que lo solicita, en atención a que, conforme a lo expuesto en su libelo Usted ejercita una acción en contra de diversas personas, lo cual, esta institución no se considera competente para llevarla a cabo.”

“…Así las cosas, la pretensión de Usted es, “DEMANDAR” a sus colindantes porque le invadieron, y el artículo 131 referido con antelación, en ninguna parte autoriza que la Dirección de Catastro Municipal conozca de demandas en contra de sus colindantes por supuestas invasiones. Por tanto, esta Dirección se declara incompetente para iniciar el procedimiento aclaratorio que solicita, y en tal caso deberá ejercitar su acción ante la autoridad judicial competente…”
Circunstancias que constan en la documental que obra en fojas 86 y 87 de este sumario, y que hace prueba plena para acreditar lo inserto en ella de acuerdo con lo dispuesto por los artículos 72 fracción I, 74 y 91 del Código Procesal Administrativo para el Estado, expedidas por fedatario y servidores públicos en ejercicio de sus funciones.
Precisado lo anterior, es necesario señalar por esta Sala Unitaria, que respecto de la negativa ficta que reclama la parte actora, el artículo 244 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, dispone que en caso de negativa ficta, la autoridad únicamente expresará los hechos y el derecho en que se apoya la misma; esto es, no por configurarse la resolución negativa ficta, por sí misma es ilegal, pues en todo caso, las autoridades demandadas podrán sustentar su negativa expresando los fundamentos y razones que motiven su determinación y, eventualmente, podría declararse la legalidad de la misma, en  su caso.

También establece el propio numeral, que en el supuesto de que en la contestación de demanda, las autoridades no expresen el derecho en que funden su negativa, la Sala tendrá por confesados los hechos que la actora le impute de manera directa, salvo prueba en contrario.

En este tenor es menester señalar que la diversa autoridad demandada Director de Catastro Municipal de Ahualulco, S.L.P., dio contestación al escrito de solicitud del actor de fecha **********, materia de  la negativa ficta configurada, mediante la Resolución de fecha veintidós de octubre de dos mil dieciocho, en el cual sostiene su negativa en los términos en que lo hizo, por tanto se debe analizar en su integridad dicha contestación que es la materia de fondo.
En ese tenor, le asiste la razón a la parte actora, cuando manifiesta que es ilegal la respuesta que emite la demanda, donde indica que la Dirección de Catastro Municipal es Incompetente, para iniciar Procedimiento Aclaratorio en los términos que lo solicita.
Toda vez que se advierte del texto integral del acto reclamado consistente en la Resolución de fecha dos de octubre de dos mil dieciocho, visible en fojas 86 y 87 de este sumario, que fue dictado**********sin la debida fundamentación y motivación en cuanto a la incompetencia que señala la Dirección de Catastro Municipal para iniciar Procedimiento Aclaratorio en los términos solicitados por el actor, los cuales están concatenadas con los diversos principios de exhaustividad y congruencia, conforme a los cuales, la autoridad competente está obligada al emitir su fallo, de ocuparse de todas y cada una de las pretensiones que plantea la parte que pide, lo que se traduce en una violación al artículo 17 de nuestra Carta Magna, en contravención de los elementos y requisitos del acto administrativo que se establecen en los numerales 164 y 165 del Código Procesal Administrativo, que a la letra dicen: 

“Artículo 164. Son elementos del acto administrativo:

 I. Ser expedido por autoridades competentes, a través de servidor público u órgano colegiado facultados para tal efecto, y en términos de las disposiciones jurídicas aplicables; 

II. Que su objeto esté previsto por el ordenamiento jurídico aplicable, determinado o determinable y preciso en cuanto a las circunstancias de tiempo y lugar; 

III. Cumplir con la finalidad de interés público, derivado de las normas jurídicas que regulen la materia;

IV. Constar por escrito, indicando la autoridad de que emana;

V.  Estar fundado y motivado;

VI. Ser expedido sin que medie error de hecho o de derecho sobre el objeto, causa o motivo, o fin del acto y su emisión, y

VII. Ser expedido sin que medie dolo o violencia en su emisión.”

“Articulo 165. Son requisitos del acto administrativo:

I. Que cumpla con las formalidades del procedimiento;

II. Que se encuentre adecuadamente fundado y motivado;

III. Que se expida de manera congruente con lo solicitado y resolver expresamente todos los puntos propuestos por el interesado o previstos por las normas;

IV. Que en su expedición se señale lugar y fecha de emisión;

V. Tratándose de actos administrativos que deban notificarse deberá hacerse mención de la oficina en que se encuentra y pueda ser consultado el expediente respectivo, y

VI. Tratándose de actos administrativos recurribles, deberá mencionarse el recurso que proceda y el término con que se cuenta para interponerlo, así como la autoridad ante la cual puede ser presentado. “Cuando en el acto administrativo se omita señalar el término y recurso mencionados en el párrafo anterior, el impugnante contará con el doble del plazo que establecen las disposiciones legales para interponer el recurso correspondiente.”

(lo resaltado es nuestro)
Lo anterior es así, pues la congruencia, es un principio normativo que delimita el contenido de las resoluciones judiciales que deben pronunciarse, de acuerdo con el sentido y alcance de las peticiones formuladas por las partes; conforme a los cuales, la autoridad competente está obligada al emitir su fallo, de ocuparse de todas y cada una de las pretensiones que plantea la parte que pide, lo cual no aconteció en el caso que nos ocupa.

Ya que resulta inconcuso que la autoridad demandada emitió una resolución a la negativa ficta demandada carente de congruencia y exhaustividad, porque los motivos que expuso en su contestación no son suficientes para tener a la autoridad por contestando de forma fundada y motivada la solicitud del hoy actor. 

Siendo que si bien la autoridad demandada afirmo en el acto impugnado, que de conformidad con el contenido 131 de la Ley del Registro Público de la Propiedad y de Catastro para el Estado de San Luis Potosí, esa autoridad no es competente para iniciar procedimiento aclaratorio, en atención a que, conforme a lo expuesto en su libelo ejercitaba una acción en contra de diversas personas, lo cual, esa institución no se considera competente para llevarla a cabo, ya que su pretensión es, “DEMANDAR” a sus colindantes porque le invadieron, y el artículo 131 referido con antelación, en ninguna parte autoriza que la Dirección de Catastro Municipal conozca de demandas en contra de sus colindantes por supuestas invasiones; también lo es que dicha afirmación, no corresponden al contenido íntegro de los solicitado en el escrito materia de esta controversia y lo impugnado en su escrito de ampliación de demanda, lo que provoca que desatendiera los argumentos reales de lo que pedía. 

Tiene sustento la Tesis de Jurisprudencia de la Novena Época,  Registro: 195706, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito,  Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta,  VIII, Agosto de 1998, Materia(s): Administrativa, Común, Tesis: I.1o.A. J/9,  que dice:        

“PRINCIPIO DE CONGRUENCIA. QUE DEBE PREVALECER EN TODA RESOLUCIÓN JUDICIAL. En todo procedimiento judicial debe cuidarse que se cumpla con el principio de congruencia al resolver la controversia planteada, que en esencia está referido a que la sentencia sea congruente no sólo consigo misma sino también con la litis, lo cual estriba en que al resolverse dicha controversia se haga atendiendo a lo planteado por las partes, sin omitir nada ni añadir cuestiones no hechas valer, ni contener consideraciones contrarias entre sí o con los puntos resolutivos.-PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.”

Y la Tesis de Jurisprudencia, Registro digital: 178783,  Instancia: Primera Sala, Novena Época, Materias(s): Común, Tesis: 1a./J. 33/2005, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXI, Abril de 2005, página 108, que dice: 

“CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN SENTENCIAS DICTADAS EN AMPARO CONTRA LEYES. ALCANCE DE ESTOS PRINCIPIOS. Los principios de congruencia y exhaustividad que rigen las sentencias en amparo contra leyes y que se desprenden de los artículos 77 y 78 de la Ley de Amparo, están referidos a que éstas no sólo sean congruentes consigo mismas, sino también con la litis y con la demanda de amparo, apreciando las pruebas conducentes y resolviendo sin omitir nada, ni añadir cuestiones no hechas valer, ni expresar consideraciones contrarias entre sí o con los puntos resolutivos, lo que obliga al juzgador, a pronunciarse sobre todas y cada una de las pretensiones de los quejosos, analizando, en su caso, la constitucionalidad o inconstitucionalidad de los preceptos legales reclamados.”

A virtud de que es inexacto que la Dirección de Catastro Municipal sea Incompetente, para iniciar Procedimientos Aclaratorios, ya que los artículos 129 y 130 la Ley del Registro Público de la Propiedad y de Catastro para el Estado de San Luis Potosí, le otorga competencia y legitimación para iniciarlos a petición de parte y de oficio, cuando se tenga conocimiento de la falta de concordancia entre la descripción catastral de los bienes inmuebles, y la realidad inmobiliaria, según se aprecia en el texto del numeral en cita: 

“Artículo 129. El procedimiento de aclaración se iniciará a petición de parte, o por acuerdo de la Dirección General del Instituto o de la Dirección de Catastro Municipal, en su caso, cuando se tenga conocimiento de la falta de concordancia entre la descripción catastral de los bienes inmuebles, y la realidad inmobiliaria y su origen no se deba al incumplimiento de la obligación de declarar o comunicar a que se refieren los artículos 75 y 82 de esta Ley. “  

“Artículo 130. En los casos de que la iniciación del procedimiento aclaratorio sea de oficio, se comunicará a los interesados, conforme a lo dispuesto en el Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, concediéndoles un plazo de quince días hábiles para que formulen las alegaciones que estimen convenientes.”
Siendo incorrecto el fundamento en que se basó para negar lo solicitado por el hoy actor, ya que dicha normatividad solo refiere a los casos por los que se puede iniciar el procedimiento de aclaración, no así a la legitimación de la autoridad demandada para iniciarlos, lo cual se desprende del texto de la disposición en cuestión: 
“Artículo  131. El procedimiento de aclaración se llevará a cabo en los siguientes casos:  
I. Cuando el nombre del propietario o poseedor del inmueble sea distinto de aquel que se encuentre registrado en el Padrón Catastral;  
 II. Cuando la clave catastral sea distinta de la que le corresponda al bien inmueble;  
 III. Cuando exista error o diferencia en los datos relativos a la superficie, linderos o colindancias del terreno;
 IV. Cuando exista error o diferencia entre los datos asentados y las características reales de la construcción;  
 V. Cuando el valor asignado por las autoridades catastrales no se haya realizado conforme a los términos establecidos por la presente Ley, y  
 VI. En los demás casos en que haya error o diferencia entre los datos asentados en el Padrón Catastral y las características del bien inmueble.  
“ Los propietarios, poseedores del régimen ejidal o sus representantes legales podrán solicitar a las autoridades catastrales la aclaración respecto de los datos asentados en el padrón catastral en todo tiempo y, en caso de identificación de inmuebles,  respecto del valor del inmueble, dentro de los quince días hábiles siguientes al levantamiento del acta circunstanciada.”  
Asimismo, el acto impugnado se encuentra indebidamente fundado y motivado, ya que resulta insuficiente lo manifestado por la autoridad demandada en cuanto señala que: conforme a lo expuesto en su libelo ejercitaba una acción en contra de diversas personas y que la pretensión es, “DEMANDAR” a sus colindantes porque le invadieron, y el artículo 131 referido con antelación, en ninguna parte autoriza que la Dirección de Catastro Municipal conozca de demandas en contra de sus colindantes por supuestas invasiones, y abundamiento, Usted alude en el hecho 4, que substancia un interdicto de recuperar la posesión en contra de sus colindantes, tal acontecimiento fortalece la incompetencia de dar trámite a lo solicitado.
Ello, en razón de que dichas afirmaciones están hechas de forma general, sin especificar los hechos en que basa para sustentar su determinación, circunstancias que resulta violatorio de los derechos humanos de audiencia, legalidad y seguridad jurídica, previstos en los artículos 14, 16 y 17 Constitucionales y con las formalidades de fundamentación y motivación que se establecen en los numerales 164 fracciones V y VI y 165 fracciones II y III del Código Procesal Administrativo; a virtud resulta insuficiente lo que vierte de que su pretensión es demandar a sus colindante, ya que debió establecer de forma clara el porqué de su razonamiento, así como no se pronunció respecto de lo que solicitaba el hoy actor en el punto número 5 de su solicitud, que refiere es para que se rectifique, corrija, aclare y de certeza jurídica de las manifestaciones catastrales tanto en su predio como la de los diversos colindantes, y refiere como pretensión que se corrija las manifestaciones catastrales de los prenombrados; por tanto es incorrecto que únicamente se abocara a su análisis de forma genérica señalando que ejercita una acción en contra de diversas personas, lo cual, esa institución no se considera competente para llevarla a cabo y que su pretensión es, “DEMANDAR” a sus colindantes porque le invadieron; sin especificar ninguna justificación jurídica para ello. 
No pasa desapercibido por esta Sala Unitaria, que la autoridad demandada en el análisis de la solicitud del accionante de fecha 06 de octubre de 2017, en caso de encontrar alguna omisión o bien fuese obscura o imprecisa, debió haber requerido al actor para que subsanará las omisiones o formulara las aclaraciones correspondientes, lo cual sucedió, y deja en completo estado de indefensión al promovente, lo que resulta violatorio de los derechos humanos de audiencia, legalidad y seguridad jurídica, previstos en los artículos 14, 16 y 17 Constitucionales y con las formalidades de fundamentación y motivación que se establecen en los numerales 164 fracciones V y VI y 165 fracciones II y III del Código Procesal Administrativo.

En esa tesitura, resulta ilegal el acto reclamado, consistente en la contestación la Resolución de fecha dos de octubre de dos mil dieciocho, emitida por la autoridad demandada Director de Catastro Municipal de Ahualulco, S.L.P., en contestación a la negativa ficta que se le reclamó en este juicio,  en razón de que se viola en perjuicio del accionante los derechos humanos de audiencia, legalidad y seguridad jurídica, previstos en los artículos 14, 16 y 17  Constitucionales y con las formalidades de fundamentación y motivación que se establecen en los numerales 164 fracciones V y VI y 165 fracciones II y III del Código Procesal Administrativo. 

Por lo que la autoridad demandada, deberá emitir una nueva resolución en la que  funde y motive la determinación que hace en contestación a la solicitud del actor de fecha **********, observando los diversos principios de exhaustividad y congruencia, previstos en el artículo 17 Constitución Federal, en cuanto a la procedencia de la petición  del procedimiento aclaratorio hecha por el accionante, para lo cual deberá considerar el contenido de lo solicitado, y la normatividad aplicable al caso que nos ocupa en cuanto a los casos en que procede dar inicio dicho procedimiento; y con libertad de jurisdicción resuelva lo que en derecho corresponda.
En tal virtud, esta Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, de conformidad con lo establecido en los numerales 250 fracción II y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, determina que se tiene por configurada la Resolución Negativa Ficta a la solicitud hecha por el accionante de fecha **********, de acuerdo a los razonamientos precisados  en el considerando quinto, así como procede  decretar la ILEGALIDAD E INVALIDEZ de la Resolución de fecha dos de octubre de dos mil dieciocho, emitida por la autoridad demandada Director de Catastro Municipal de Ahualulco, S.L.P., en contestación a la negativa ficta que se le reclamó en este juicio; por las razones antes expuestas, y por consecuencia la NULIDAD de los misma, de acuerdo a los razonamientos precisados y para los efectos referidos en los Considerandos Sexto y  Séptimo de la presente sentencia. 

En ese sentido, para efectos del artículo 252 del Código Procesal Administrativo para el Estado, con el fin de restituir a la parte actora en el goce de los derechos que le fueron indebidamente afectados o desconocidos; con fundamento en lo dispuesto por el artículo 251 del mismo ordenamiento legal, se ordena a la autoridad que emitió el acto impugnado, emita una nueva respuesta  fundada y motivada, a la solicitud planteada por la demandante con fecha **********, atendiendo a los lineamiento antes vertidos.

Con fundamento en lo dispuesto en los numerales 255 y 256 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, dígase a la autoridad demandada que a partir de que cause ejecutoria esta sentencia, correrán los plazos para su cumplimiento; por lo que, una vez que cause ejecutoria, esta Tercera Sala Unitaria la prevendrá por el cumplimiento de la misma, o en su caso, la requerirá por su ejecución, con los apercibimientos legales que correspondan; debiendo informar sobre su cumplimiento, en su oportunidad procesal.
Por lo expuesto, fundado y con apoyo en los artículos, 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 1º, 2º,  7º fracción IX y XIII, 9º fracción III, 24, 28 fracción I, 35 fracción VIII, y Quinto Transitorio de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; y 248, 249, 250 fracciones II y III, 251 primer párrafo, 252, 255 y 256, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; es de resolverse y se,

R E S U E L V E

PRIMERO.- Esta Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, resultó competente para conocer y resolver la presente controversia.

SEGUNDO.- Se tiene por configurada la Resolución Negativa Ficta a la solicitud hecha por el accionante de fecha ********** de acuerdo a los razonamientos precisados  en el considerando Sexto de la presente resolución.
TERCERO.- Se declara la ILEGALIDAD E INVALIDEZ del acto impugnado de la Resolución de fecha **********emitida por la autoridad demandada Director de Catastro Municipal de Ahualulco, S.L.P., de acuerdo a los razonamientos precisados y para los efectos referidos en el Considerando Séptimo de la presente sentencia. 

QUINTO.- Con copia autorizada de esta resolución, notifíquese personalmente a la parte actora y por oficio a las autoridades demandadas.

Así lo resolvió y firma, el Magistrado Titular de la Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, Licenciado Jorge Alejandro Vera Noyola, quien actúa con Secretario de Acuerdos, Licenciado Ismael Méndez Hernández, que autoriza y da fe.- rubricas.-
Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal de Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3° fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82, 87 fracción III, 138 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí,  concatenados con los artículos 3, fracción VIII, IX, 5 y 6 de la Ley de Protección de Datos Personales del Estado de San Luis Potosí.

